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lt"JID lnsli1u1o de Acceso
---· 11 le b1fonn8Ctón PúblJca 

NUE 'Jl·ADP-2(H8 (SI') 

contra la Policía Nacionlll Civil I l'NC) 

Rtesoludún lltlinith a 

INSTITUTO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA: San Salvador. a las dio (_'.), (.'' 

heras con veinte minutos del siete de enero de dos mil veinte. 

A. Descripción del Caso

l. La apelante \ , presen1ó ante la Unidad ele Acceso a I¡¡ /
Información Pública (UA!P) de la Policía Nacienal Civil (PNC). solicitud de dalos personales 

conforme al Art. 36 letra "d" de la Ley de Acceso a la Información Pública (LAlP). relativa a: 

usuprimir definitivamente su antecedente delincucncial ) en su solvencia de anlecedenlcs 

policiales", fue condenada por el delito de: "posesión y tenencia''. por el cual se le extinguió la 

responsabilidad penal y fue rehabilitada de sus derechos de ciudadana; solicitó solvencia de 

antecedentes policiales para lrámites de crnpll'o. 

En relación con dio. el oficial de información <le la PNC resolvió: .. ( ... )en at.cncil)n H 

todo lo antes expuesto, se considera que no es procedente acceder a lo solicitado ( ... ). eslo.cn 

razón, que a partir de dichos antecedentes y del contexto de los mismos, se infiere en la existencia 

de un peligro real e inminente en cuanto a que el solicitante podría utilizar dichos documentos 

para sorprender a las instituciones Públicas encargadas de la autorización de permisos, licencias. 
prerrogativas o ingresos a entidades Estatales ( ... ) lo cual iría en detrimento de la s1tguridad 

pública, el mantenimiento del orden y la paz púhlica y consecuentemente. en perjuicio de 

derechos de terceras personas". 

11. La apelante interpuso el recurso de apefación anlc este Instituto conforme al i\r1. 3X

de la L/\IP. el cual fue admitido. dcsiglli.índose al f:\ Com, ... inmidn Rene l;duardn Cún .. ·;1mn: no 

obstante, al renunciar a su cargo el caso fue reasignado a la Comisionada Silvia Cristina Pére; 

Sánchez, por encontrarse en funciones, para instruir el procedimiento y elaborar un proycct�-""'-
�';.; resolución. (º\"''c""'º-1< :;,.,_\
"{-0 ... ,.�\S'l"C..'\ qj-.'f, .... ó 
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La l'NC rindió informe justificativo de conformidad con el J\rt. 88 de la LAIP, por medio 

del rual ratificó lu resuelto por el oficial de información de la Institución. 

B. Análisis del Caso.

El examen tlel caso seguirá el orden lógico siguiente: (1) fundamento jurídico del porque el 

presente procedimiento quedo reducido a una cuestión de derecho; (II) una breve referencia al 

derecho a la protección de datos personales, y en específico al derecho de cancelación y el principio 

de confidencialidad; (III) consideraciones sobre los antecedentes policiales que registran las 

p(.·rsona�. como límite para acceder a un empleo; {]Vl se analizará la procedencia de la cancelación 

del dato personal nctativo de l<t apelante. 

l. La Sala dl'. lo Contencioso Admini:,;trativo, en sentencia detínitiv1:1 del proceso de legalidad,

del día 28 de enero de 201Y y de referencia 408-2016 señaJ(.) que: "en el ámbito jurisdiccional iur 

proce.•::<JS so11 clasificados en prucesos donde la controve,·sia estriba en hechos alegados, y otros. 

en interprewdón o aplicación del derecho. En el primer ca.so, el debate judicial gira en torno a 

r/\pccw, fáctico.\ que se alexan han acontecido y que las partes argumentan ocurrieron c'll forma 

distinta; en la sexunda clasificación, no hay controversia sobre los suceso�. sino sobre la 

aplicación e interpretación de /.e norma a dichos acomecirnienws, en estos casos el juzgador se 

!ímira a la interpretación y aplicación de la consecuencia jurldica, pues no hay debate respecto

a la manera en que ocurrieron los hechos". 

En ese mismo sentido, la jurisprudencia contencioso admini.stratíva 1 � acompaña el criterio 

�eguido por la Administración pública. yuc cuando no .:;e trata tic centroverlir hechos, sino de lH 

aplicación del derecho al caso en particular, resulta aplicable lo establecido en el artículo 309 del 

Código Procesal Clvil y Mercantil. normativa �upletoria aplicable de conformidad con el artículo 102 

de la LAIP referido a que " .. \·i lwhie,·c· conformidad sohre todos los hechos y el ptoce.\·o queda 

reduch/o u ww cuesti(m dC' derecho, H' rwndní fin a la audiencia preparatoria y se ahrirá el plazo 

p11r1J di ciar seniencia ··. 

Por tanto, la Sala manifestó que la omisión de la audiencia establecida en el art. 91 de la 

LAlP� en asuntos de mt.!ro derecho, on produce la vulnernción del debido proceso en sus 

manifestaciones de los derechos de audiencia, defensa, congruencia y ausencia de motivación. de 

di<:hú artículo, y el 102 de la LAIP. 

: Sentenei:, Ddinim·a emitida pur 1:, �:d" de lo ( <1ntenc11i,o Adminis1ra1ivo. el 2� de enern de IOILJ. en d 
pr1i,.·i:M1 t.k kg;,tl1dad 1.k· n:ll:n.:m.:w -HlH•21}11J. 
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En ese orden de ideas, este Instituto se ve facultado para someter el presente procedimiento 

de apelación, en una cuestión de mero derecho. con base a la aplicación de normas y principies de la O,· (. · 

LAIP, así como los derechos que asisten al titular de d¡itos personales, de conformidad co11 el An. 

102 de la LAIP y Art. 309 del Código Procesal Civil y Mercantil (CPCM), por lo que se procedió a 

dar por finalizada la instrucción del procedimiento a efecto de emitir la resolución correspondiente al 

caso, con base a los principios de economía procesal. disponibilidad, prontitud y sencillez (Art. 4 

letras ·'b", e" y "f' de la LAIP). 

lL Advirtiendo lo anterior. e" procedente 'iCllalar qui: de acuerdo a la resolución dcfü11t1va 

emitida por e'>lC Ins1ituto t!n fci.:ha 9 dt.:' ma!'lo dt' 201 H. en el pmL·cdimicnto de imposicil'n dt 

sanciones de referencia NUE 3.[)I.)P.2017, Jtür dato per!'>onal :--e enticndl! toda aquella información 

relativa c1 un individuo identificada o identificable que, entre otras cosa�. le dan identidad. lo 

describen, precisan su origen. edad, lugar de residencia, trayectoria académica. laboral o profesional. 

Asimismo, señalan aspectos sensibles o delicados sobre tal individuo, como es el caso de su domicilio, 

teléfono, sus características físicas, ideología o vida sexual. entre otros2
• 

A. Asimismo� el ArL ) 1 de la LA1P cslahlece que el derecho a la protección de da!<,:-.

personales, consiste en que: "Toda persona, directamente o u tra�.'és dt' su reprcse,1ran1e. tendrú 

derecho a saber si .,e están procemrulo rns datos persmwh•\·; a conseguir ww n.:produccián 

rmdigihle ele ella_..,-¡,, demora: a ohtcncr las n•clijicacimw., u \ll{'rc.',·iwH'\ c¡uc corrnpondun c1u11ufo 

lo., rel!,1Stros sean inju.,·tNicudo,· o inc.•xac/()'i y a cmwcer lo\ de.,rinatario., cuando lo informuci/m ,c·u 

,rasmiridas. permitiendo/e conocer la., ra;:.onl!\ c¡11e motn·r1rn11 ,11 pcun,m. <'fl Jn, term1mJ, de c·,u, 

ley. El acceso a los datos personales e,· exclul:ivo de WJ. titular o .i.·u representante•· (I¡¡ negrita es 

nuestra). 

En ese orden de ideas, la Sala de lo Constitucional en la senlencia definitiva de amparo del 

día 4 de marzo de 2012 de referencia 934-2{XJ7, reconoció que la protección de los datos personales. 

es el medio por el cual se salvaguardan los objetives de la faceta material del derecho a la 

autodc1erminaci6n informativa, por un conjunto de derecho}; subje1ivos. deberes. principio-.;. 

procedimientos, instituciones y reglas objetivas, teniendo este su fundamento en la seguridad _\uridica 

Art. 2 de la Constitución de la Rcptiblica (Cn): asimismo. estahkci6 que la prote.cdón de este derecho. 

pretende satisfacer la necesidad de la� persona" de preservar su identidad ante la revelación y d u,o 

.-( 
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de los th1tos que !es �on<.:ierncn, y que este no puede limitarse a determinado tipo de datos -sensibles 

o íntimo-..�--. k1 tiecisivo es la utilidad y el tipo de procesamiento -iue d� los mismos se haga. pues se

requiere conocer el contexto en que se utiliza o se prelenda utilizar. 

13. Por otro lado, es pertinente señalar que dentro de esos derechos subjetivos que componen

el derecho a la protección de datos personales, se encuentra el derecho de cancelación o supresión 

(Art. 36 lclra "d" de la f.AlP), que de acuerdo a la Jurisprudencia Constitucional es la facultad que se 

otorgu a un individuo para que i:;c)licitc la climinncidn de sus datos de c11rácter personal de las bn�es 

que tenga un ente determinado, "por lt1 /"alta d<' n•Í<'Wlllcia _v acruuliclud de la inforrnm:i<Jn para los 

{rrtn qw' _/ilcrutJ n·l·uhuc/o.., u, ,;m¡dont·nrt'. ¡)(Ir d ¡,roprj,·iro de ¡wrmitir al titular ,¡m' rccu¡u.Tc' la 

di:,;poni/Ji/idud ,·ohre cualqui<·r fac1.'lo dt' su pcr:fflltallduJ y Je .Ht datos intimos o c:,;trh:Jamr:ntc 

privado., .. r_ 

En ese cuntexto. como evolución al derecho de cancelación� se encuentra anclado el 

dcnomin:ldo ··Derecho al Olvido" o ··Derecho a la Caducidad del Dato Negativo Verdadero dd 

Pasado". el �ual se define como el derecho que tiene el titular de un dato personal a borrar, bloquear 

o suprimir esa información persenal, que de alguna manera afecta el libre desarrollo de alguno

de sus derechus fundamentales. como el derecho a la intimidad, al honor y a la propia imagen. o 

que podría <..'Onsidernrse como información obsoleta. pues carece de sentido que se tenga acceso a 

ella después de mucho tiempo. y ya no sirve a los fines para los que fue recabada (principio de 

finalidad). 

C. Ahora bien. en la scntcn1...'.ia defini11va de la Sala de lo Constitucional del 8 marzo de 2013.

cm d proceso de lncon,titudonaliclad 5H-20O7. ,,;:e adi.lró que el derecho a la autodt!tcrmina1..'ión 

informativa (o protección de duto� personales), -que comporta diferentes facultades de controlar sobre 

i.:l uso de la información personal que le atañe, tanto en su rccolecdón como en su tratamiento. 

conservación y transmisión-•. no es ilimitado. Las personas individuales o colectivag CHreccn de 

dercd10s fundamentales absolutos sobre sus datos. Esta es la razón por la que el individuo debe tolerar 

límites ,1 ese derecho. en razón de un interés general. 

Del mismo modo, !-ie acotó que las restricciones o limitaciones pueden cncontrursc 

justificadas en la finalidad que persigue la recolección y administración de los datos personales, la 

cual dehc ser legí1ima (constitucional o legal}. explícita y determinada. Para ello. el lcgíslador debe 

• Sr.:mrntiit Ddinitiva cmith.Ja por ht Sala e.Ir \u t\llblitucirnrnl. en d Amparo ctcl llía cualro de mar1.u (k :?.tll 2
Jt: n;f...:n.=m·i.i 43...¡.._2rnn
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tener en cuenta no solo el principio de proporcionalidaG. sino también el derecho general del 

ciudadano a la libertad frente al Estado, que solo puede ser restringi<io por el poder público cuando 

sea indispensable para la protección del interés general. 

D. Es importante señalar que el derecho a la protección ie los ,latos personales se encuentra

informado por una serie de principios. en el qut: resalta para el caso en concreto: el principio de 

confidencialidad (Art. Jó letra "d"' de la LAIP). 

Este se defme como la obligación del responsable del registro lic las bases de .tatos. de 

establecer controles o mecanismo!-. para quienes lntcrvengan en cualquier ra._c del tratamicnin de lo ... 

datos pi::rsQnalcs u fin de.: t¡uc mantengan y rl.!spett..:n el :-.ccrcto de hl:-. mismo�. oh ligación que subsislirr1 

aun dc'."-ipués de finalizar sui; rclaciünc, con c.!l litulor de lo� dato..:, per!-.onak...:'. 

En adición a este principio. 5e encuentran algunos mCtoGos preventivos para !->alvaguardar l,1 

identidad, circunstancias o situaciones en las que una persona individual o juríGica se encuentra 

inmersa, por ejemplo, las reglas de anoni mización. las cuales funcionan para facilitar el 

procesamiento de datos personales, ¡,ero a la vez para proteger al individuo de un seguimiento de sus 

datos mediante la asignación automática de características que lo permitan individualizar. 

También. se encuentra el bloqueo lit- los datos personalc�. que e:,; l'I 111t!1odo que 1icnc n1mn 

fin impe8ir su ulterior tratamiento o dispoRidCln. produciendo cfec1os similares al borrado fbico c.k 

los mismos; esto procede cuando existe una imposibilidad técnica como por causa del procedimienlo 

o soporte utilizado. también cuando una norma legal ordena hi i.:nnservación de: los datos personales

y otorga únicamente su disposición a las autnridadt!'- plihlicas conforme a i.;us atrihuciones , 

competencias, impidienUo que terceros tengan acceso ;1 L:so .... datos. g.arnntizando la L'.onfidcnc:ialidad 

de los mísmes, salvo que sean necesarios para garantizar razones de scguriGad nacional, i.;i::guridad 

pública, orden público. salud pública o �alvaguarda de derechos y libertades de terceros. 

III. Establecido lo anterior, es pertinente mencionar que los antecedentes policiales son datos

personales que derivan de los hechos tipificados en el vigente Código Penal u otras normas que 

establecen delitos o faltas, o de aquellos otros de carácter administrativo que han da■o lugar por 

parte de la autoridati policial a la instrucción de diligencias y su posterior remisión a las autoridades 

judiciales o administrativas, Esos datos personales son registrados en soporte físico y electrónico sin 

el consentimiento de la persona afectada y susceptible de tratamiento. 



Sin e-mhargo, dichos datos son almacenados por la PNC. a raíz de lo dispuesto en el 

Reglamento de la Ley Orgánica de la referida Institución, el cual en su artículo 23 establece: "la, 

P"IC. para efecto de las atribuciones establecidas en la Ley Orgánica, podrá llevar un registro de 

antecedentes de las personas que hayan sido cctenidas por atribuírseles la comisión de delitos o fallas. 

Asimismo. exlender constancias o certificaci•nes de antecedentes policiales a las personas que: lo 

<soliciten··. 

En d pnrn�ro de los tastb. �¡ articulu 23 de la Ley Orgánica de la PNC, establece una �cric 

de funcioI1cs que debe cumplir la l'NC, laf, cuales en su mayoría est:in relacionadas con proteger d 

libre ejercicio de los derechos y libertades de las personas. mantener la pa::t, el orden, seguridad 

pública, prevenir la comisión de delitos. garantizar el c11mplimien10 de las leyes� acopiar y ordenar 

dalo" para Ja e1,111oradún de una esunh:;ticu nacional. entre..: otrns. 

En el segundo de los casos. para la emisién de certificaciones de antecedentes policiales de 

las personas 4uc lo soliciten. En este supuesto es pertinente mencionar que en nuestro país las 

personas .solicitan este documento, como requisito para adquirir alguna prerrogativa u obtener alguna 

conccsi6n de cualquier tipo y además. cuando es requerido por otra Institución pública o de índole.: 

privada. 

De ahi que. en h:1 uctualidad e� una práctica constante que los empleadores de cualquier 

na1urnkza (pllhlico o privado} solii.:itcn el referido <lo1,;umi:.nlo. como requisito para cnntrntar n la:-. 

personas en L·ualquier puesto. jus1ifícünd(1lo t:n el hcc:ho de que l,i1. persona que contratará no tiene 

procedimientos penales abiertos en ,u contra, orden de captura, o pueda tener algún tipo de 

anlcccdcntc que pueda poner en peligro bienes jurídicos de 1a empresa o Institución. Es importante 

sciialar que dicho requisito (la prc:=.cntacíón de solvencia policiaJ) para acceder a un empleo, no se 

encuentra norma■o en los cuerpos legales que regulan la materia, como el Código de Trabajo y la 

LL"y del Servicio Civil, esto crea un estigma social. y le limita las oponunidades ,le empleo 3 estas 

personas.. no pcrmiticnde su reinsercióo social p1ena. 

Asimismo, e� oportuno mencionar que la persona que posee antecedentes policiales por la 

comjsión de fttalquier tipo de delito, que ha cumplido la pena impucsrn. y que fue re.habilitado en sus 

dcrcchn._ de cim1adano por la autoritf:icl �nmpctcnte ---Jueces ck Vigilancia Penitenciaria y Ejecución 

de la Pena--, tienen rc:-.tablccidos su:-; dert.!chos enunciados en la Constitucít)n (Art. 75 inciso final de 

la Cnnstilu'-'.ión). 
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Y es que dada la anterior ¡1firmación, es menester traer a colación lo dispuesto en el arlÍ<.:ulo 

27 inciso lercero de la Constitución de la RepuhlicH. en donde C.l' regula la obligación del Estado. de 
O) 

organizar los centros penitcncimios con el objeto de corregir a las pcrsona!-i que han cometido un ' '� '-· 

delito. educarlos y formarles hábitos de trabajo. procurando ,u readaptación y prevención de dcli\Os: 

para el cumplimiento de tal obligación se decretó la Ley Penitenciaria, la cual en su artículo 6 regula 

el "Principio de Judicialización", en virtud del cual toda pena !-iC ejecutará bajo el estricto control del 

Juez de Vigilancia Penitenciaria y Ejecución de la Pena, y la Cámara respectiva, en su caso, �uienes 

haran efeclivas las decisiones de la sentencia condenatoria. El juez tamhién controlará el adecuad<, 

cumplimiento deJ régimen pe111tenciano. 

Asimismo) es atribución del citado Juez. declarar la t:xtincíón de la pcm1 en los caso!-. yuc 

proceda conforme al Código Penal y su norma procesal. tramitar y resolver el incidente de 

rehabilitación de los condenado,,;, por delito. entre ntras: de tal manera. que determinado d 

cumplimiento de ciertos parámetro:; esw.blccidos en la leyes penitcnci.:1Tir:1.�. rehahilíta al ciudadano en 

Scus derecho"; es decir. que dicha decisión no es ;rn1ornü1ica . ..;ino t¡lll': e! Juez debe comprobar cieno:-. 

rn4uisitos p;,tra decretarlo. De esa forma. el (,:iudadano goza nuevamente de todns sus derechos. 

Por otro lado, el principio de finalidad establece que los datos personales objeto de 

tratamiento, no podrán ser utilizallos para finalidades distintas • incompatibles con aquellas que 

motivaron su obtención. Es por ello. que los datos deberán ser eliminados cuando hayan d�jado 

de ser necesarios o pertinentes a los fines para los cuales hubieren sido �colectados. 

Así, con base en lo anterior los dalos. pcr..,onalcs rcgis1rados con fint!F. policiales se cancclar�in 

cuando no sean necesari•s para las averiguaciones que mativaron su alrnacenantiento. Sin 

embargo. la cancelucién no supone ncc..:csariamenlc el horrado en l0do caso de los dato,.., previamente 

snme.tidos a tratamiento. En tal scnlido, la cancelación de-mí lugar al hloqueo de los datos 

conservándose unicamenle a disposición de la, :,dmim<trnc1<lne.< puhlirn,. jucce, y trihunale, parn la 

:.Henciún de }as posibles responsabilidades nacidas del tratamiento. durante el plazo de prc-. .-.crípción 

lle estas. Cumpliendo el citado plazo dcbcra procederse a la supresión. 

Asimismo, solo se podría denegar las peticiones é.e acceso� rectificadón y canceladún en 

datos recogidos con fines policiales: en función de los peligros que pudieren derivarse para la defensa 

del Estado o la seguridad pública, la protección de los derechos y lihertades de terceros o las 

ncce�idades de las investigaciones que se estén realizando_ 
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W. De conformidad con el Art. 36 letra "d" de la LAIP, los titulares de los datos podrán

solicitar la rectificación, actualización, confidencialidad o supresión de la información que le 

concierna, según sea el caso. y toda vez que el procedimiento pam tales modificaciones no esté 

regulado por una ley espedal. 

Por lo que. siendo una o varias las hases de datos que se utili7 .. an para establecer los 

antecedentes policíiilcs. cuyo responsable e� la PNC (ente obligado a la LAIP), las per�onas que los 

¡x>scan. hayan cumplido la pena impuesta y además gocen de la re.habilitación de sus derechos ck 

ciudadano por la ,rnlorídé!d compctc.11Lc --Juccc.'- de vigilancia Penitenciaria-, • la ucción penal les 

haya sido extinta por cualquier olra motlalidad diferente a1 cumplimiento tic una pena de pri"itín 

podrán solicitar, ejercer los derechos de acceso, rectificación. cancelación y oposición (derechos 

ARCO), mediante una solicitud presentada ante el oficiaJ de información tie esa cntidadjuntü con la 

documentación necesaria según el derecho de que se trate. 

En ese sentido. este lnstituto tiene la competencia legal para conocer y determinar conforme 

al /\11. 29, 83 letra '•a" y 9f, letra "d'' de la LAIP, sobre lo peticionado por la apelante. Asimismo. 

pusee la 1.:ompt:.tcnci:i de vclm por la ..:orrccta interpretación y aplit:aci6n de la LAJP conforme a -.u 

.-'\.rt. 58 lctrn ··a··; ademÚ½. intt:rpretar las normas a la luz de la Constitución, a1.:tílud que se exige nu 

�61n para entes jurisdicciona1e�. -.;ino de. manera general parn todo funcionario de acuerdo ,1 la 

jurisprudencia contenciosa administrativa5 y en aplicación al Art. 235 de la Cn. 

IV. Urrn vez aclarado lo anterior. e::, preciso analizm los elementos vertidos en el presente

procedimicnlo. para determinar la procedencia de la cancelación del dato personal negativo de la 

apelante en el registro de anleccdentcs policiales. 

En el expediente administrativo remitido a este Instituto, durante la tramitación del presente 

procedimiento consta copia simple ie solvencia lle antecedentes policiales emitida por la Unidad de 

Rcgü;tro y ,\ntcccdcnlcs Policiales de la Policía Nacicmal Civil (PNC). a nombre de lu apchmte, en 

dlHH.k npan:ce- r�fk·j.tdo que fue concknada por el delito de po�csión y tenenci;i. 

No obstante. también se t:m.:ucntrn anexa ,:opia simple de oficio de referencia númern :n� 1 

emitida por el Juzgado Primero de Vigllancia Penitenciaria y Ejecución Ge la Pena de San Salvndor. 

en la mal se establece que dicha Sede dedaró la extinción de penal a favor de la apelante por la 

'Semend, Definitiva emiliua por la �ala de In ComenciJJst> Allminisua1ivo el 27 de junio ele 2!KXI. en el pmcesi, 
<le legalidad de rcfcr�nciil !57wM-99. 
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comisión del delito de posesión y tenencia. y consecuentemente k rehabilitó en sus. derechos de 

ciudadana. 

Por su parte. el ente obligado denegó dicha petición con hase a In dispuesto en la ·�Directiva -�:'> l 
para normar la emisión de solvencia� o constancia,:,; de an1et.:cdcn1c, pulit.:ialcs auwrizada en junio del �- J' 

añn 2017": ,in embargo, en agosto th.· 2019. el acnrnl Director (1encral de la PNC emitió una nuc\'a 

normativ<J a través de la orden ciruclar Nº C-002-08-20 l 4. la cual en1r() en vigcncü1 en -;t!pticmhrc úc 

2019. dejando sin efecto la normativa mencionada. 

Por ello, es ne.cesario analizar la normativa aplicable al procedimiento� por regla general la 
ley surte efectos hacia futuro; es decir, se aplica a los actos o hechos jurídicos que surgen a partir de 

su vigencia, cuando una ley influye en el pasado imponiendo sus efectos a hechos o actos ocurrido� 

con anterioridad a su promulg:1ción. se dice que dicha ley es retroactiva. Hay retroactividad t.:nlonces. 

cuando una ley se aplica a un supueslü ocurrido antes de su vigencia para modificarlo o rcsrring,ir\o'•. 

La anterior regla tiene en nuestro marco jurídico excepcione�. estas ele manera taxativa s,1n 

las relativas a materias de orden público y penal cuando -;ea fovnrahle al reo: en cst' sentido, pese a 

que el procedimiento tratumicnto en e-;ta Se.de. t!� dc na1uralc;,;1 adminislnHi\•a. no debe Lkjar'.-.C tkl 

lado 4uc el ohjeto de \:,U controvcr<.;i;1 radica en la 1.;.uprcsi6n dl' lu" ante-:cdcnres de la apclan!e. <le '-U 

sol\'encia de antecedentes policiulcs. los cuales ::.on consignados en el d0cumcnto como resultado de 

un proceso penal y normas de las misma materia; a�imismo. que la solvencia de antecedcnt<.::-. 

policiales está siendo emitida actualmente conforme a la normativa vigente. 

Al respecto. la Directiva emitida en junio de 2017, en 1érminos generales, establecí¡¡ que los 

documentos denominados solvencias de antecedentes policiule!- y constancia:,; de anlc.cedcnte'i 

policic1le.s. serían emitidos haciendo conslar que la persona carec.:i¡1 de t1ntec:cdcr11cs polidale-.; vigcntl'<.. 

a la fecha, siempre y cuando no cxistiern orden de captura; udcmiis. exceptuaba üquellos Ci!SO� d, 

delitos graves a que se refiere el artículo 18 del CP., en los que la extinción de la acción o la pcnu 

haya sido por cumplimíen10 de la pena en cuyo caso st: dehia hacer constar el delito y su estado. 

Por otro lado. la ,actuar y vigente ll(\fmatJva ¡¡mplli'I lo� ,upllcsto<.. en ](\.., cuuks la ,\1ln�nc1a 

de antecedente� policiales. debe �cr cmitl■a .,in h¡1ct.:r com,l11r el antecedente policial del ciudadann. 

disponiendo en su numeral 2), lo siguiente: "ordena a la Unidad de Registro y A111ecedentcs. Polid;1lc, 

(URAP), que en las Solvencias o Constancias de Antecedentes Policiales no se reílejen lo, 



:mlt!t.:cckntts fXllicialc:-. dt.: lus usuario� o :--oficilanle-.. cuando ..;ean solicitadas para Empleo, 

Educadón y/o '-1í�radún··. En c�l' -.l'nl1do. -.t;' t:ntkndc que dicha normativa t!s ma . .., favnrnblc al 

ciudadano la procedencia de la ,uprcsíón de su dato negativo se analizará tomando en cucnw la 

nnrmativa vigente para la emisión de la solvencia o cxrtíficación de antecedentes policiales. 

En esa linea. aplicando la normativa emitida mediante la orden circular Nº 002-08-2019, la 

-;nlvenc1c1 de ornccedcntc� policiale-. de la apelante debe ser emitida sin hace cnnstar su antecedente 

dclincuenciul, por haber sido solicilndu paru trámites de empleo. Asimismo, debido a �ue para el 

presente caso, se evidencia �ue la norma garantiza el derecho a la autodeterminación informativa del 

titular de los ,iatos y no contraviene otra disposición legal que contenga una restricción debidamente 

realizada por el legislador para la salva�uarda de otre tipo lle derecho. 

En consccucnci"· es pertinente revocar la resolución del oficial de información de la PNC. en 

el ,�ntido que: proc.:cda al blüquco y L':onfidcrn.:ialidad del dato negativo de la apclanlc por el delito ck 

p1 -.v,1nn) kn..:rH·;.1. �n atención a lo di!-puci.;to en la ordt:n circular N(l C-02-08-2019, emitida por el 

Dirci.:tor de la l'NC, el 2b de ago°'to de 201 1/. debido a que la petición de la apelante sobre la petición 

de su an1ecedentc Jclincuencial en su solvencia de antecedentes policiales es para trámites de empleo; 

asimismo, dicho dato deberá dejarse en las bases de la PNC, para conocimiento de Jueces, Fiscales, 

pertilarnicnto criminal y para la emisión de cerlífic.::aciones para cumplir con un re11uisito que por ley 

en sentido fermal �e establezca. 

C. Decisión del Caso.

a) ltevocar la resolución emitida por el oficial de información de la Policía Nacional Civil

(l''.'ICl, a la.s diez horas del día 19 de septiembre de 2018, por las razones mencionadas. 

b\ Ordenar al 1itular de la l'NC, que en el plazo de ocho días hábiles, contados a partir del 

siguiente u la notificación. proceda a tiloquear d :.mtecellllente policial negativn áe la apelante­

' en la emisión de �olvencias o certificaciones para motivos de trabajo. 

dejándose únicamcn1c en las bases de la PNC. dicho dato para conocimiento de Jueces. Fiscales, 

perfilamiento criminal y para la emisicín de certificaciones para cumplir con un requisito que por ley 

en sentido formal se establezca. 

cJ Ordenar a la PNC, que en el plazo de tres días hábiles, contados a partir del día de 

finalización del plazo señalado en la letra b) de esta resolución, entregue a 



-- \.'Onstancia tic bloqucn dc l01- an1cccdc111c ... q11(: rq1i�1nt por 

L<:1w11,_•;.1. en virtud del principio de confidcnc;ialidad. 

di Onlenar a la PNC, qm: i'n d phtzo de ,t.'i11licuatro horns p11�1crimc� al vf11cim1e111Ll cid 

plazo amcrivr. remita a cqc lnstinnc, 011 intormc 1k n1mplimil·T1t11. qu1· i1Klu�a ;dgím l\.'¡.ti--1n11:n d 

qu<: n 111s1c 1<1 documrnlaciün L'Olrcg.ida a f:, ,1pdantl· ,i,..1 c;1inH1 ,11 1s·ccps·i1;11. bajo pena (le 1111L·iar d 

procctlimicnlo admínistrnlivo '-;JllCionawriti. E:-k informe pucd.: \;ti n•niitido por ,·ia t'lct:lrl\nil·a :1 b 

dirección: oficialrcc:cptor(íi:iaip.g.1)b.!:v. 

el Remitir el prcsi:n1c 1::xpcdicntc a l:t Unidad de Curnplimil:nto ele c.:stc hhtitu1c, p,1r:1 1¡u<: 

n Publíqucsé esta rcsolucíún. 11portu11amcnte. 

�otifi<1ucsc. 
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